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Si bien la discusión sobre seguridad e iliberalismo es clave para la democracia, es necesario aterrizar el debate.
Primero, considerar la experiencia latinoamericana. En Ecuador, dos años de conflicto interno con las FF.AA. en
calles y cárceles no redujeron la violencia. 2025 fue el año más letal de la historia reciente de ese país, con
denuncias de ejecuciones extrajudiciales y desapariciones forzadas.

En octubre de 2025, la Operación Contención en Río de Janeiro dejó entre 119 y 132 muertos, el operativo policial
más letal en la historia de esa ciudad. México suma, desde el inicio de la militarización de la seguridad pública en
2006, más de 430 mil homicidios y más de 130 mil desaparecidos. Este patrón descansa en una ausencia de
controles civiles: la militarización del orden público escala la violencia en vez de resolverla.

Un segundo elemento es la capacidad del Estado para dar curso a las reformas que se proponen. Chile cerró el año
2025 con 62.323 personas privadas de libertad en un sistema construido para 42.437. Esa saturación facilita que
las bandas más organizadas controlen la vida interna de los penales. La Fiscalía, a su vez, también presenta una
sobrecarga. En 2025 recibió 1,9 millones de denuncias, 15,8% más que el año anterior. Con estos datos, las
facultades para detener a presuntos delincuentes sin ampliar la capacidad de procesarlos no es una política de
seguridad, sino más bien una promesa de colapso diferido.

Finalmente, perseguir al crimen organizado implica seguir la ruta del dinero. El proyecto de ley sobre secreto
bancario acumula tres empates en el Senado y está detenido en comisión mixta sin que el Ejecutivo lo mencione en
su agenda ACOT. Al parecer los resguardos a la privacidad importarían más que aquellas vulneraciones que
generaría la interceptación de comunicaciones sin autorización judicial bajo un estado de excepción en territorios
vulnerables. Como si el derecho a la privacidad pesara distinto según a quién se le restringe.



Es clave centrar el debate en cuál es el real costo de una excepción constitucional, en dónde irán a quienes se
detenga y castigue, y a quién realmente perseguiremos (y dejaremos de perseguir). Chile aún tiene margen para no
repetir los errores de la región, pero eso exige un debate que tenga a la seguridad como protagonista.


